Derechos Humanos y el derecho internacional humanitario en el Oriente Antioqueño by Mesa de derechos humanos y protección humanitaria del Oriente Antioqueño
Página inicial:111  - Página final:182 
TIPO DE ARTÍCULO: de Investigación
Recibido: Noviembre 2008            revisado: Diciembre 2008             aceptado: Enero 2009
Derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario en el Oriente Antioqueño
Por: Mesa de Derechos 
Humanos y protección
Humanitaria del 
1 oriente Antioqueño
Resumen: 
El presente artiuclo presenta los resultados de 
una investigación, interinstitucional, en torno a la 
situación de los Derechos Humanos en el Oriente 
Antioqueño. Comprende y abarca los hechos 
ocurridos en dicha región en el año 2008, y es 
que el desconocimiento de lo que ocurre en el 
contexto  de  Derechos  Humanos  y  Derecho 
Internacional  Humanitario  blinda  a  los 
victimarios  frente  a  toda  eventual  censura  y 
garantiza la continuidad de sus crímenes. Con 
este  resultado  de  Investigación,  se  pretende 
acompañar a las víctimas del conflicto armado 
para reducir su vulnerabilidad; así mismo, a la 
sociedad, a las organizaciones sociales, a las 
entidades gubernamentales, a las instituciones y 
a  los  medios  de  comunicación  se  les  quiere 
entregar información responsable y fiable sobre 
el  conflicto  que  se  vive  en  esta  región  del 
Departamento.
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Abstract: 
This current article presents the results of a deep 
and interinstitutional research, around the issue 
of the Human Rights in the Western Region of 
Antioquia. It comprises the events which took 
place in that region in 2008, and the ignorance 
of what takes place in the context of Human 
Rights and the International Humanitarian Right 
shields the victimizers regarding every eventual 
censorship and it guarantees the continuity of 
their crimes. With the results of this research, it is 
aimed that the victims of the armed conflict may 
be  accompanied  in  order  to  reduce  their 
vulnerability; in the same way, it is to society, 
social  organizations,  governmental  entities, 
institutions, and mass media that are going to be 
provided  with  responsible  and  reliable 
information about the conflict which is being 
experienced in this region of the State. 
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Human Rights and the International 
Humanitarian Right in the Western Region of Antioquia in 2008. 
1LA MESA DE DERECHOS HUMANOS Y PROTECCIÓN HUMANITARIA DEL ORIENTE ANTIOQUEÑO, 
LA COMPONEN: Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional – Acción Social, 
Asamblea Provincial Constituyente el Oriente, Asociación de Campesinos de Antioquia (ACA), Asociación de 
Mujeres del Oriente (AMOR), Asociación de Personeros del Oriente Antioqueño (ASPOA), Asociación Provincial de 
Derechos humanos y el derecho internacional humanitario en el oriente antioqueño
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y Paz, Secretaría de Gobierno Departamental, Dirección de DDHH y DIH, II Laboratorio de Paz en Colombia, Instituto 
Popular de Capacitación (IPC), Ministerio del Interior y de Justicia, Proyecto de Atención a Comunidades en Riesgo 
(PACR), Procuraduría Provincial de Oriente, Prodepaz, Unidad Móvil de DDHH del Oriente Antioqueño.Entidades 
acompañantes: ACNUR, CHF Internacional, ISAGEN, Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos – OACNUDH, Oficina para la Coordinación de Asuntos Humanitarios 
de las Naciones Unidas en Colombia – OCHA, Peace Brigades International – PBI, Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo – PNUD.
En el caso de los municipios, es importante conocer a cabalidad su problemática social y la 
magnitud de las situaciones de violencia que se presentan en sus territorios respecto al conflicto y 
las víctimas que éste genera cada día. Debe producirse entonces un acercamiento urgente entre 
los dirigentes locales y las instituciones encargadas de velar por los Derechos Humanos, para 
sensibilizarlos y crearles la necesidad de abordar la temática como una política de gobierno.
Como  es  de  suponer,  en  este  documento  no  se  encuentra  la  totalidad  de  hechos  sobre 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario y violaciones de Derechos Humanos: sigue 
existiendo el subregistro, o hechos que todavía no se conocen y que podrían llegar a conocerse 
años después. Por lo tanto, las estadísticas de esta investigación se deben concebir como una 
herramienta  dinámica  y  flexible  que  está  sujeta  a  verificaciones,  nuevos  análisis  y  a  la 
depuración de las cifras. Sin embargo, cada estudio anual de DDHH y DIH se cualifica cada vez 
más gracias a la construcción colectiva entre instituciones, organizaciones y comunidades.
2. Metodología
Desde el año 2006 la Mesa de Derechos Humanos y Protección Humanitaria del Oriente 
Antioqueño ha elaborado el estudio anual sobre la situación de los Derechos Humanos, el 
Derecho Internacional Humanitario y el conflicto armado en los veintitrés municipios de esta 
subregión del Departamento. Al igual que el estudio de DDHH del año anterior, el de 2008 
contó  con  la  búsqueda  de  fuentes  primarias  y  secundarias  disponibles,  del  análisis  y 
contrastación permanente de la información entre el equipo de trabajo de la Unidad Móvil de 
Derechos Humanos del Oriente Antioqueño. Gracias a la experiencia sumada por la Unidad 
Móvil de DDHH, este año continuó la labor de las y los asistentes operativos, quienes de manera 
rigurosa indagaron en las Personerías y otras instituciones oficiales en los 23 municipios de la 
subregión. Así mismo, hubo diálogo con algunas comunidades para facilitar la comprensión de 
numerosas situaciones, algunas de ellas documentadas previamente en las fuentes oficiales y 
otras de las que sólo tienen información las y los pobladores.
Introducción
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información, se tuvo en cuenta que sirvieran como garantes de la protección y promoción de los 
Derechos Humanos, incluidas algunas instituciones de investigación y control del Estado.
2.1 Fuentes de información:
Fuentes primarias: personerías municipales, fiscalías locales y seccionales, secretarías de 
gobierno municipales, Procuraduría Provincial del Oriente Antioqueño; Instituto Nacional de 
Medicina  Legal  seccional  Antioquia,  Policía  Departamental,  Grupo  de  Identificación  de 
Personas y Búsqueda de Desaparecidas del CTI de la Fiscalía, Unidad de Justicia y Paz de 
Fiscalía Antioquia y las comisarías de Familia.
Fuentes secundarias: el Observatorio de Paz y Reconciliación del Oriente Antioqueño realizó el 
seguimiento, contrastación y verificación de información proveniente de fuentes documentales 
hasta diciembre de 2008 en su periodo de funcionamiento.
· Fuentes documentales: las constituyen los insumos e información que suministraron las 
organizaciones no gubernamentales que confluyen en la Mesa de Derechos Humanos y 
Protección  Humanitaria  del  Oriente  Antioqueño,  documentación  de  prensa  escrita  e 
Internet.
· Fuentes Testimoniales: las constituyen los relatos y testimonios de mujeres y hombres 
líderes comunitarios, testigos y víctimas del conflicto armado del Oriente Antioqueño. Esta 
información fue acopiada gracias a entrevistas, reuniones y talleres realizados por las 
diferentes organizaciones e instituciones que participan en la Mesa de DDHH.
Las fuentes secundarias se contrastaron y validaron con fuentes primarias para darle un mayor 
nivel de confiabilidad a los datos.
Este  informe  es de  tipo  cualitativo-cuantitativo  y  busca  dar  cuenta  de  las situaciones  de 
violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario 
ocurridas en el Oriente Antioqueño.
Para la elaboración de los mapas presentados en este informe se ha contado con el apoyo del 
sistema de información geográfica (SIG) de Prodepaz.
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· Temática: informe acerca de la situación de los Derechos Humanos y el Derecho 
Internacional Humanitario en el Oriente Antioqueño.
· Espacial: 23 municipios del Oriente del Departamento de Antioquia, Colombia.
· Temporal: periodo comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2008.
2. Resultados
2.1. Derechos Humanos
2.1.1. Homicidios con relación al conflicto político-armado
A continuación se presentan los homicidios relacionados con el conflicto armado en 2008 que 
pudo establecer la Mesa de DDHH y Protección Humanitaria del Oriente, donde se registran 33 
hechos:
En las denuncias por presuntas ejecuciones extrajudiciales que se encuentran en algunos hechos 
de la siguiente tabla, los supuestos autores y la conducta investigada se toman textualmente en la 
indagación que reposa en la Procuraduría Provincial de Oriente.
Tabla No. 1. Homicidios relacionados con el conflicto armado en 2008.
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Gráfico No. 1. Homicidios relacionados con el conflicto armado en 2008.
Fuentes: Personerías municipales del Oriente Antioqueño y Procuraduría Provincial de Oriente.
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Fuentes: Personerías municipales del Oriente Antioqueño y Procuraduría Provincial de Oriente.
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HOMICIDIOS RELACIONADOS
CON EL CONFLICTO ARMADO
0
1
2
3
4
5-6
CONCEPCIÓN
0
SAN VICENTE
0
GUARNE
0
RIONEGRO
0
EL RETIRO
1
LA CEJA
3
LA UNIÓN
3
MARINILLA
0
EL SANTUARIO
0
COCORNA
2
ARGELIA DE MARÍA
0
ASONSON
0
SAN CARLOS
1
SAN RAFAEL
5
EL PEÑOL
1
EL CARMEN DE VIBORAL
4
SAN LUIS
2
NARIÑO
1
SAN FRANCISCO
1
ABEJORRAL
4
GRANADA
4
GUATAPE
02.1.2. Homicidios comunes.
Las estadísticas oficiales exponen un total de 138 homicidios en 2008, de los cuales, como se 
ha expuesto más arriba, solo 33 corresponden al contexto del conflicto armado. La cifra 
general de homicidios (comunes más los del conflicto armado) en 2008 (138) es inferior en un 
12,1 % a la cifra de la Policía Antioquia en 2007 (157). Una disminución progresiva de estos 
hechos se ha venido presentando año tras año desde 2003, como se puede apreciar a 
continuación.
Gráfico No. 2. Homicidios comunes 2003 a 2008.
Fuente: Oficial.
Se subraya que en el municipio de Alejandría no se presentó homicidio alguno en 2008. De otro 
lado, están los municipios de Guarne, Rionegro, El Carmen de Viboral y La Ceja, todos ellos 
vecinos, que reúnen 69 homicidios comunes, correspondientes al 50,0 % de los hechos en la 
región. Durante el mes de diciembre no se reportó ningún homicidio en el Oriente. 
Según la percepción de las comunidades existe un factor que agudiza o complementa la 
situación de homicidios y es el auge en las disputas por el mercado de las drogas tanto a nivel 
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hablar de las bandas que disputan los mercados de la droga, es preocupante observar cómo 
ciertos desmovilizados de las Autodefensas entran a ser parte activa de grupos armados que 
llegan a manejar el negocio de las drogas en uno u otro sitio. 
En numerosos casos no ha sido posible establecer la modalidad empleada, las causas de la 
lesión  o  muerte  y  el  grupo  o  persona  sindicados  en  los  homicidios  reportados,  lo  que 
imposibilita establecer si los hechos se encuentran en el contexto del conflicto armado, al cual 
apunta esta investigación de DDHH y DIH. Es importante resaltar que en la información 
suministrada  por  las  fuentes  oficiales  sólo  se  compilan  los  hechos  donde  hay  personas 
identificadas; los NN no caben en dichas cifras, lo que podría incrementar las cifras iniciales, 
puesto que no todos esos cuerpos sin identificar corresponden a personas dadas de baja en 
combate.
Es  necesario  destacar  que  la  muerte  del  señor  Gerardo  Antonio  Ciro  (ver  tabla  No.  1. 
Homicidios relacionados con el conflicto armado), asesinado en Cocorná el 30 de marzo, no se 
encuentra en la lista general de homicidios de la Oficina de DDHH de la Gobernación de 
Antioquia.
2.1.3. Denuncias por presuntas ejecuciones extrajudiciales
De acuerdo con la tabla No. 1 de homicidios del conflicto armado, se concluye que en 2008 se 
presentaron 10 denuncias por ejecuciones extrajudiciales, donde la fuente de información es la 
Procuraduría Provincial de Oriente. Estas denuncias se observan en los municipios de Abejorral y 
Granada, con dos casos cada uno, y los demás municipios, El Carmen de Viboral, El Peñol, 
Nariño, San Francisco, San Luis y San Rafael, tienen un caso cada uno. Esta problemática 
presenta una reducción importante respecto al año 2007.
En el Informe anual de la Mesa de DDHH y Protección Humanitaria del Oriente del año 2007 se 
exponían 14 denuncias. A esta cifra se deben agregar 12 nuevas (alcanzando 26) dado que se 
ha obtenido durante 2008 nueva información proveniente de la Procuraduría Provincial de 
Oriente. Es importante exponer que nuevas estadísticas de estos hechos ocurridos en años 
anteriores apenas se están conociendo por cuanto la gente ahora tiene mayor confianza en las 
autoridades o la reparación administrativa del Estado motiva a las personas a denunciar. Estos 
son los nuevos hechos conocidos del 2007:
· Henry de Jesús Quintero y Yury Isabel Toro: radicado 043-3153-08, los hechos ocurrieron el 
24 de enero en el municipio de La Unión, donde el presunto autor es el Ejército Nacional. El 
proceso se encuentra en investigación disciplinaria en la Procuraduría Provincial de Oriente.
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en el municipio de El Peñol. El presunto autor es el Ejército Nacional. La investigación se 
encuentra en indagación preliminar en la Procuraduría Provincial de Oriente.
· María Erlinda López Orozco. Hechos: Sonsón, corregimiento Ríoverde de los Montes, 11 
de mayo. Una mujer civil muerta en enfrentamientos entre el Ejército y las Farc durante una 
jornada de brigadas de salud del hospital municipal. Responsable: Ejército Nacional. La 
investigación se encuentra en indagación preliminar en la Procuraduría Provincial de 
Oriente.
· Manuel Salvador Buitrago Aguilar: radicado 043-3006-2007, en indagación preliminar en 
la Procuraduría Provincial de Oriente. Hechos: el señor Manuel Antonio Buitrago Usme 
denunció la muerte de su hijo ocurrido el 26 de mayo en la vereda Quebradona de San 
Rafael, al parecer por el Ejército Nacional.
· Edinson Cifuentes Suárez: radicado 043-3305-08, los hechos ocurrieron el 21 de junio en el 
municipio de San Rafael El presunto autor es el Ejército Nacional. La investigación se 
encuentra en indagación preliminar en la Procuraduría Provincial de Oriente.
· Jair de Jesús Bedoya Londoño: radicado 043-3118-08, los hechos ocurrieron el 23 de junio 
en el municipio de San Luís, donde el presunto autor es el Ejército Nacional. La investigación 
se encuentra en indagación preliminar en la Procuraduría Provincial de Oriente.
· Jairo  Antonio  Jaramillo:  radicado  043-3173-08,  en  indagación  preliminar  en  la 
Procuraduría Provincial de Oriente. Hechos: tropas del batallón Quimbaya, acantonados 
en el municipio de Nariño, llegaron a la casa y sacaron del baño al señor esposo de la 
señora Meira López Franco el día 10 de julio a las 6:15 a.m.
· Dos NNs: radicado 043-3135-08, los hechos ocurrieron el 9 de noviembre en el municipio 
de Sonsón, donde el presunto autor es el Ejército Nacional. La investigación se encuentra en 
indagación preliminar en la Procuraduría Provincial de Oriente.
· José de Jesús Galvis Castrillón: radicado 043-3143-08, en indagación preliminar en la 
Procuraduría Provincial de Oriente. Hechos: el domingo 7 de octubre salió de Abejorral con 
destino a la vereda El Carmelo, pero el Ejército lo dio de baja, según relato de su hermano 
Julio César quien afirma que José era un campesino reconocido en el pueblo y muy 
trabajador.
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diciembre  en  el  municipio  de  San  Luis.  El  presunto  autor  es  el  Ejército  Nacional.  La 
investigación  se encuentra  en  indagación  preliminar  en  la  Procuraduría  Provincial  de 
Oriente.
Así mismo, once de estos homicidios se convierten en nuevos registros para agregar a los 54 
reportados para el 2007 en el contexto del conflicto armado en el Oriente, lo que suma 
finalmente 65.
Tabla No. 2. Comparativo homicidios con denuncia 
por presuntas ejecuciones extrajudiciales. 2006 a 2008.
* Datos actualizados en 2008.
Fuente: Personerías municipales del Oriente Antioqueño y Procuraduría Provincial de Oriente.
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Fuente: Personerías municipales del Oriente Antioqueño y Procuraduría Provincial de Oriente.
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Fuente: Personerías municipales del Oriente Antioqueño y Procuraduría Provincial de Oriente.
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EJECUCUINES EXTRAJUDICIALES 
DENUNCIADAS POR MUNICIPIOS
0
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CONCEPCIÓN
0
SAN VICENTE
0
GUARNE
0
RIONEGRO
0
EL RETIRO
0
LA CEJA
0
LA UNIÓN
0
MARINILLA
0
EL SANTUARIO
0
COCORNA
0
ARGELIA DE MARÍA
0
SONSON
0
SAN CARLOS
0
SAN RAFAEL
1
EL PEÑOL
1
EL CARMEN DE VIBORAL
1
SAN LUIS
1
NARIÑO
1
SAN FRANCISCO
1
ABEJORRAL
3
GRANADA
3
GUATAPE
02.1.4. Abusos de autoridad de la Fuerza Pública
En el ejercicio legítimo de la fuerza por parte de las autoridades de Estado, se reportaron en las 
2 personerías municipales 23 casos de abusos de autoridad . En los municipios de Marinilla y 
Rionegro se presentan 13 denuncias, lo que significa el 56,5%. De igual manera se observa que 
la subregión de Altiplano reúne 17 casos registrados, es decir, el 73,9%. A continuación se 
ofrece un esquema de hechos registrados en las personerías municipales:
Los abusos de autoridad son aquellas faltas que comete, en este caso la Fuerza Pública, cuando 
sobrepasa sus funciones en menor o mayor medida, llegando en muchos casos a atropellos 
contra la población civil; esto se presenta, por ejemplo, cuando a una persona le retienen los 
documentos de identidad, la señalan imprudentemente o por rumores que pertenece a uno y 
otro grupo armado, la insultan, le prohíben transitar por ciertos lugares, etc. Es importante 
aclarar que estos hechos son una estadística en construcción, donde el presente informe apenas 
está abordando esta temática y por tanto inicialmente se están adquiriendo los datos.
Gráfico No. 4. Abusos de autoridad de la Fuerza Pública.
Fuente: Personerías municipales del Oriente Antioqueño.
128
Derechos humanos y el derecho internacional humanitario en el oriente antioqueño
o AGO.USB   Medellin-Colombia   V. 9   N  1 PP . 1-294  Enero - Junio  2009   ISSN: 1657-80312.1.5. Denuncias por retenciones arbitrarias
El día 28 de marzo en el corregimiento Santa Ana del municipio de Granada, unidades 
pertenecientes al Batallón de Artillería Número 4, BAJES, sin que mediara orden escrita de 
captura, retuvieron a cuatro campesinos, entre ellos un menor de de edad, a quienes 
intimidaron y amenazaron señalándolos de pertenecer a la guerrilla. Gracias a la oportuna 
intervención de la Defensoría del Pueblo se logró obtener la libertad de estas personas.
En la vereda El Chocó, municipio de San Carlos, fue retenido, sin que mediara orden 
escrita de captura, el señor Húber Zapata Gutiérrez por parte de integrantes del batallón 
Plan Especial Energético, bajo el señalamiento de pertenecer a la guerrilla y fue trasladado 
hasta la cabecera de este municipio en donde fue dejado en libertad horas más tarde 
gracias a la intervención de funcionarios de la Defensoría del Pueblo. Se presenta denuncia 
formal ante la Procuraduría Provincial de Rionegro. Este hecho se reporta el día 19 de abril.
2.1.6. Desaparición forzada
Los casos de denuncias por desaparición documentados en 2008 por la Mesa de DDHH son los 
siguientes:
Tabla No. 3. Denuncias por desapariciones forzadas
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Colombia es uno de los países del mundo donde ha sido más evidente el fenómeno de la 
desaparición  forzada  o  involuntaria  ejercida  como  práctica  violadora  de  los  Derechos 
Humanos. Antioquia es uno de los Departamentos más golpeados por este flagelo, y el Oriente 
Antioqueño la subregión que en mayor rigor ha sufrido este delito.
Para el presente informe hemos contado con la información del CTI, en la cual se observó que en 
el Oriente Antioqueño hay 601 registros de personas desaparecidas de manera forzada en un 
periodo comprendido entre 1981 y 2008, con un promedio histórico de 22 desapariciones por 
año. Estas son las cifras:
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(de menor a mayor cantidad).
Fuente: CTI de la Fiscalía en Medellín.
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Fuente: Observatorio de Paz y Reconciliación del Oriente Antioqueño.
2.1.7. Exhumación de fosas comunes
De acuerdo al Observatorio de Paz y Reconciliación del Oriente Antioqueño, “con la directiva 
presidencial 05 de 1991 fue quizá la primera vez que el Estado colombiano reconoció y asumió 
la problemática generalizada de cadáveres sin identificar (NN) a lo largo y ancho del país, 
especialmente en fosas comunes. En esa directiva se exigió la participación de la Procuraduría, 
Fiscalía, Defensoría del Pueblo, Policía Nacional, DAS y Medicina Legal para la creación de un 
programa de identificación de NN y búsqueda de personas desaparecidas de manera forzada.
Por ello, en el año 1993 se inició la conformación de grupos de identificación de personas y 
búsqueda a desaparecidos en todas las seccionales de la Fiscalía en el país y laboratorios 
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Identificación de Personas y Búsqueda a Desaparecidos, GIPBDES, del CTI de la Fiscalía en 
Medellín, ha exhumado cerca de 467 cadáveres en toda Antioquia desde 1994, año en que 
iniciaron diligencias en terreno, hasta mayo de 2008. De esa cifra, 116 cadáveres fueron 
recuperados en el Oriente Antioqueño, con la salvedad que no todos han sido identificados 
plenamente dado que diversas autoridades judiciales ordenaban las exhumaciones con poca 
información del contexto de los hechos, de los victimarios, de las víctimas y de los familiares con 
quiénes cotejar pruebas de ADN de los cuerpos recuperados.
Con la entrada en vigencia de la Ley 975 se estableció que la Unidad Nacional de Fiscalías para 
la Justicia y la Paz se encargaría de coordinar, dirigir y asumir las exhumaciones de fosas en el 
país. Así mismo, se realizarían únicamente en casos en los cuales las víctimas pertenecieran a 
grupos al margen de la ley que se desmovilizaran. En el marco de estas labores la Subunidad de 
Justicia y Paz de la Fiscalía Antioquia, había recuperado 84 cuerpos entre marzo de 2007 y 
agosto de 2008, de ellos 31 permanecían como NN y 53 han sido plenamente identificados.”
Entre los meses de enero y junio de 2008 el Grupo de Identificación de Personas y Búsqueda a 
Desaparecidos (GIPBDES), del CTI de la Fiscalía, había recuperados los restos de treinta 
personas de fosas comunes en diversos lugares del Oriente Antioqueño:
Tabla No. 5. Exhumaciones de fosas comunes según el GIPBDES del CTI de la 
Fiscalía en Medellín.
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Por su parte, la Subunidad de Justicia y Paz de la Fiscalía Antioquia viene realizando exhumaciones de 
fosas comunes desde el año 2007 en el marco de la Ley 975. Entre los meses de enero y agosto de 2008 
daban cuenta de 39 restos de personas recuperadas. De ellas, al mes de agosto, 14 permanecían sin 
identidad (NN) y 25 contaban con identidad plena, como se verá adelante:
Tabla No. 6. Exhumaciones de fosas comunes según la 
Subunidad de Justicia y Paz de la Fiscalía Antioquia.
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2.1.8. Cadáveres no identificados (Nns)
El  Observatorio  de  Paz  y  Reconciliación  del  Oriente  Antioqueño  realizó  en  2008  una 
3 investigación  diagnóstica sobre el registro y disposición final de cadáveres no identificados 
(NNs) en cementerios, personas desaparecidas y exhumaciones de fosas comunes en esta 
región del Departamento, todo ello en el contexto del conflicto armado, en un periodo histórico 
comprendido entre 1981 y 2008. Partiendo de la pregunta planteada en el sentido de:“¿hasta 
dónde llega el fenómeno de desaparición forzada de personas?” Se enfrentaron entonces a 
otra de igual importancia: “¿Cuántos de los cadáveres que reposan en los cementerios de la 
región carecen de identidad?” Esta investigación se llevó a cabo en todos los municipios y 
corregimientos  del  Oriente,  contando  siempre  con  fuentes  oficiales  y  eclesiásticas.  Los 
resultados finales se dieron en dos líneas: una cuantitativa, otra cualitativa.
La cuantitativa permite conocer, entre otras situaciones, una gran cantidad de cadáveres sin 
identificar (NN) producto del conflicto, registrados e inhumados en cementerios del Oriente 
Antioqueño entre enero de 1985 y junio de 2008. En este sentido hay un registro histórico de 
2.539 cuerpos. Estas son las cifras:
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por municipios, de menor a mayor cantidad 1985 a 2008.
Fuente: Observatorio de Paz y Reconciliación del Oriente Antioqueño.
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Fuente: Observatorio de Paz y Reconciliación del Oriente Antioqueño.
Tabla No. 8. Registros sobre cadáveres sin identificar 
(Nns) enero a junio de 2008.
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Fuente: Observatorio de Paz y Reconciliación del Oriente Antioqueño.
Mapa No. 3. Cantidad de cadáveres sin identificar (NNs) 
enero a junio de 2008.
Fuente: Observatorio de Paz y Reconciliación del Oriente Antioqueño.
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CADÁVERES SIN 
IDENTIFICAR2.1.9. Prácticas adecuadas con el manejo y disposición final de cadáveres 
sin identificar.
En el apartado de este informe sobre Recomendaciones se encuentra sugerencias sobre el 
registro y disposición adecuada de cadáveres sin identificar en cementerios.
Las re-desapariciones.
Ha sido frecuente que en distintos sitios los victimarios hallan re-desaparecido a sus víctimas 
dispuestas en fosas comunes. Un caso reportado el 10 de enero de este año se presentó en una 
finca de la vereda Quebrada Negra, municipio de La Unión, con dos cuerpos que eran 
buscados por una comisión de la Subunidad de Justicia y Paz de Fiscalía Antioquia. Cuando los 
cuerpos se iban a exhumar, los antropólogos forenses encontraron que ya no estaban allí. Al 
parecer, se trataba de un menor de edad y una mujer oriunda de Medellín que se encontraba 
secuestrada en esa zona por integrantes de las Autodefensas, quienes se apropiaron de la finca 
y luego la enterraron allí.
Análisis en el terreno le permitió a los especialistas del equipo de exhumaciones asegurar que 
existe una alta posibilidad de que los cuerpos hubieran sido desenterrados de este sitio y, 
posiblemente, llevados a otro.
2.1.10. Torturas
Este acto intencional no se ha reportado en el Oriente en los últimos dos años. Se espera que esta 
situación se sostenga en tiempo como una forma de respeto por la integridad de las personas 
que habitan este territorio.
2.1.11. Seguimiento de algunos casos ante la justicia
La Mesa de DDHH del Oriente apenas inicia el seguimiento a este tipo de casos, por lo tanto los 
datos que se exponen a continuación son solo una muestra de una situación amplia que se viene 
dando en la región y se debe realizar un seguimiento en profundidad para posteriores informes. 
A continuación se exponen los casos que se lograron identificar:
Los procesos penales contra funcionarios públicos también se observan en el Oriente, tal 
es el caso del actual alcalde de San Carlos, Juan Alberto García Duque, quien fue detenido 
por el CTI bajo requerimiento de un fiscal especializado de Medellín por hechos ocurridos 
durante su anterior mandato en esa localidad entre 2001 y 2004, presuntamente por haber 
adquirido tierras que fueron despojadas a campesinos de esa población por un grupo 
paramilitar al mando de Manuel Dolores Gil Sotelo, alias Dayron. Finalmente el señor 
García Duque fue destituido por peculado.
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García rindió versión libre ante un fiscal de Justicia y Paz de Medellín, en la que expuso que 
la muerte de Érika Viviana Castañeda y Deisy Johana Carmona Usme, de 13 y 14 años 
respectivamente, y Giovanny Uribe Noreña, Nelson Alfredo López y Jon Jairo Hincapié el 9 
de marzo de 2002 en el municipio de San Rafael no fue el resultado de un enfrentamiento de 
guerrilleros con un comando militar (cuando, supuestamente, intentaban dinamitar un 
puente), sino el asesinato de cinco civiles desarmados a manos de ese grupo castrense. En 
la versión libre Parmenio declaró que recogió en el camino a esas personas y las transportó 
en la volqueta que él mismo conducía hacia la vereda El Silencio, cuando en un lugar del 
camino fueron recibidos a tiros de fusil; allí murieron los cinco civiles indefensos que luego el 
Batallón de Artillería Jorge Eduardo Sánchez (Bajes) de la IV Brigada vistió con uniformes 
militares y presentó en rueda de prensa como resultado de su lucha contra el terrorismo. Por 
este hecho la Fiscalía pidió a la Corte Suprema de Justicia se investigue al entonces 
comandante de la IV Brigada, y ex comandante del Ejercito Nacional, el Mayor (R) General 
Mario Montoya Uribe.
El CTI  de la Fiscalía capturó el 5 de noviembre de 2008 al Teniente del Ejército Edwin 
Leonardo Toro Ramírez, adscrito al Batallón de Artillería No.4 Jorge Eduardo Sánchez 
(BAJES) de la Cuarta Brigada con sede en Medellín, quien es investigado por su presunta 
responsabilidad en el homicidio de una menor de edad. Una joven de 16 años fue sacada 
de su casa en zona rural del municipio de Granada y luego reportada como guerrillera 
abatida en combate. La orden de captura en contra del Teniente Toro fue impartida por un 
fiscal de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, que investiga la muerte 
de Luz Stelli Morales Arias, ocurrida el 18 de septiembre de 2003. El oficial tiene en su 
contra medida de aseguramiento por los delitos de homicidio agravado, tortura agravada y 
secuestro simple.
Se profirió sentencia condenatoria en primera instancia a 34 años de prisión, por el 
Juzgado  Segundo  Especializado  de  Antioquia  por  el  homicidio  cometido  contra  el 
campesino Juan de Jesús Rendón Alzate, en hechos sucedidos el 23 de abril de 2004 en el 
municipio de Sonsón. La condena fue proferida el 4 de marzo de este año en contra de un 
grupo de militares pertenecientes al batallón Juan del Corral, quienes luego del homicidio 
presentaron la muerte como sucedida en combate.
El 6 de noviembre fueron sentenciados cinco militares de la cuarta brigada del Ejército 
Nacional a purgar penas de 34 años de prisión cada uno, por cuanto sacaron de su casa, 
en Sonsón, al campesino José de Jesús Rendón Alzate, quien se convirtió en una de las 
tantas víctimas de ejecuciones extrajudiciales en el Oriente Antioqueño. Según el fallo 
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Ladino Monroy, Fred Alexander Cañaveral Ramírez, Gionay Présiga Tangarife y Elkin 
Edison. Además, durante la incursión en la vivienda del señor Rendón, el 23 de abril del 
2004, sus pequeños hijos fueron amenazados y una niña sufrió acoso sexual
El 31 de octubre el Juzgado Penal del Circuito de El Santuario, condenó a 25 años de 
prisión al suboficial del Ejército Freimy Sinisterra Payán, a quien halló responsable del crimen 
de los campesinos Ildefonso Cifuentes Velásquez y Luis Alfonso Flórez Toro. Los hechos 
investigados  por  un  fiscal  de  la  Unidad  Nacional  de  Derechos  Humanos  y  Derecho 
Internacional Humanitario, ocurrieron entre el 14 y el 15 de abril de 2005 en la vereda 
Montenegro, del municipio de San Luís, donde los campesinos fueron muertos por tropas 
regulares en desarrollo de un supuesto combate. El joven Flórez Toro, logró sobrevivir al 
ataque criminal y huyó, con tan mala suerte, que al día siguiente fue encontrado por 
Sinisterra Payán que en lugar de auxiliarlo, lo condujo hasta donde se encontraban los 
agresores iniciales, quienes lo ultimaron. En este proceso ya están condenados los militares 
José Arlet Marín Serna, Luis Oscar Gil Montoya y Davinson Andrés Gil Ciro por homicidio 
agravado. Luis Oscar Gil Ciro también fue sentenciado por favorecimiento. 
El 31 de octubre el Juzgado Penal del Circuito de El Santuario, condenó a 25 años de 
prisión al suboficial del Ejército Freimy Sinisterra Payán, a quien halló responsable del crimen 
de los campesinos Ildefonso Cifuentes Velásquez y Luis Alfonso Flórez Toro. Los hechos 
investigados  por  un  fiscal  de  la  Unidad  Nacional  de  Derechos  Humanos  y  Derecho 
Internacional Humanitario, ocurrieron entre el 14 y el 15 de abril de 2005 en la vereda 
Montenegro, del municipio de San Luís, donde los campesinos fueron muertos por tropas 
regulares en desarrollo de un supuesto combate. El joven Flórez Toro, logró sobrevivir al 
ataque criminal y huyó, con tan mala suerte, que al día siguiente fue encontrado por 
Sinisterra Payán que en lugar de auxiliarlo, lo condujo hasta donde se encontraban los 
agresores iniciales, quienes lo ultimaron. En este proceso ya están condenados los militares 
José Arlet Marín Serna, Luis Oscar Gil Montoya y Davinson Andrés Gil Ciro por homicidio 
agravado. Luis Oscar Gil Ciro también fue sentenciado por favorecimiento. 
El 2 de julio el Tribunal Administrativo de Antioquia condenó al Estado colombiano por 
la muerte violenta e injusta de los señores Francisco Javier Ciro Arias, Fabio De Jesús Suárez 
Martínez y Eliécer de Jesús Ciro, en zona urbana del municipio de San Carlos, en hechos 
que tuvieron ocurrencia el 9 de diciembre de 1999. Para fundamentar su decisión el Tribunal 
consideró el amplio acervo probatorio aportado al proceso, que da cuenta de la presencia 
permanente que ejercían, para la época de los hechos, los integrantes de las Autodefensas 
Unidas de Colombia en el municipio de San Carlos. Al proceso igualmente se adicionaron 
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profusamente  denunciada  tanto  por  órganos  de  control  como  por  organizaciones 
nacionales e internacionales de derechos humanos nacionales e internacionales, sin que las 
autoridades tomaran medida alguna para garantizar la vida de los pobladores de esta 
región del Oriente Antioqueño.  Para atribuir la responsabilidad administrativa del Estado 
Colombiano en la muerte violenta de los tres ciudadanos antes mencionados, el Tribunal 
señaló una falla en el servicio, toda vez que en el municipio de San Carlos había presencia 
de la Fuerza Pública para el día 9 de diciembre de 1999, tanto en el casco urbano como en 
la zona rural. Dicha fuerza pública no realizó ninguna acción para neutralizar el ataque de 
los integrantes de las Autodefensas contra los hoy occisos, y actuaron más en función de 
proteger las instalaciones policiales y de infraestructura hidroeléctrica que la vida de los 
pobladores de esta municipalidad.
 2.2. Derecho internacional humanitario
2.2.1. Amenazas de grupos armados no identificados
Las amenazas a la población civil llegan desde distintos actores armados, unos claramente 
identificados, otros que se mueven entre la ilegalidad y la clandestinidad, pero que tarde o 
temprano  son  identificados  como  un  grupo  nuevo  o  la  reestructuración  de  los  grupos 
tradicionales. También cabe nombrarlos como no identificados toda vez que las víctimas no 
siempre logran determinar la identidad del agresor; la Fuerza Pública y las instituciones oficiales 
deben  velar  por  investigar  estas  situaciones.  La  siguiente  información  da  cuenta  de  13 
amenazas reportadas:
Tabla No. 9. Amenazas de grupos armados no identificados.
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Fuente: Personerías municipales del Oriente.
2.2.2. Amenazas de grupos guerrilleros
Cuando se analizan los reportes de desplazamiento forzado en las personerías municipales, se 
advierte la cantidad significativa de amenazas que grupos subversivos realizan contra la 
población civil, además de que la geografía de esos hechos están relacionados de manera 
directa con la presencia de aquellos grupos. De esa manera, en las subregiones de Páramo, 
principalmente, y Bosques se concentra la mayor cantidad de intimidaciones. La siguiente tabla 
expone de manera detallada 34 acciones:
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Fuente: Personerías municipales del Oriente Antioqueño.
2.2.3. Amenazas de grupos paramilitares
Como ha sido frecuente en el conflicto armado colombiano las principales víctimas son civiles. 
De  esa  manera  se sigue  infringiendo gravemente el Derecho Internacional Humanitario. 
Grupos paramilitares (Águilas Negras, grupo Renacer, Autodefensas, bandas emergentes, 
etc.) que han permanecido en la región a pesar de la desmovilización general de esta 
organización, otros que se han reestructurado y algunos más que nunca se desmovilizaron, 
continúan amenazando a hombres y mujeres de esta región. Denuncias en las Personerías 
municipales y hechos testimoniales dan cuenta de esta situación:
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Fuente: Personerías municipales y Mesa de DDHH de Oriente Antioqueño.
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Fuente: Personerías municipales del Oriente Antioqueño
2.2.4. Ataques, ocupación y despojo de bienes civiles
Este año continúan presentándose hechos del conflicto armado en el Oriente Antioqueño que 
infringen gravemente el Derecho Internacional Humanitario al involucrar bienes protegidos y 
personas civiles, y que generan preocupación y dolor a las víctimas y a toda la comunidad. Una 
vez más la población civil se convierte tanto en el escudo como en el objetivo de ataque de cada 
actor armado que se establece en un territorio.
A continuación se exponen los hechos relacionados con ataques, ocupación y despojo de 
bienes civiles:
Por acciones de las Farc el 11 de enero mueren dos soldados al ser víctimas de una 
bomba puesta en una casa del sector El Crucero, en el municipio de Argelia.
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halla una casa cargada con explosivos puestos por guerrilleros del ELN, que supuestamente 
se activarían al abrir la puerta; en esta oportunidad los explosivos fueron desactivados.
El día 4 de marzo se produjo el robo de 16 cabezas de ganado, propiedad de Luís 
Eduardo Ríos, en la vereda La Linda del municipio de Granada. Allí, supuestos guerrilleros 
del ELN robaron los animales y los transportaron en un camión a través de una zona 
completamente militarizada y con presencia de una base del Ejército en la vereda La 
Quiebra, contigua a La Linda. Sin embargo, habitantes de la vereda La Linda señalan como 
presuntos responsables del hurto a miembros del Ejército puesto que, señala la fuente, en 
ésta vereda como en las veredas El Morro y La Quiebra se adelantaba un fuerte operativo 
militar por parte de unidades pertenecientes al Batallón de Artillería # 4 BAJES y el ingreso a 
La  Linda  y  El  Morro  se  hace  desde  La  Quiebra  lugar  donde  se  encuentra  un  retén 
permanente. Finalmente los animales se recuperaron cerca de Doradal, en el Magdalena 
Medio, una zona de absoluta ausencia del grupo insurgente ELN, al que se le atribuía el 
abigeato. Estas acciones permiten observar que el delito pudo ser llevado a cabo por una 
organización no subversiva de esa región.
En la vereda San Francisco del municipio de Granada fueron hurtadas cuatro cabezas 
de ganado y sacadas por la vía que conduce a la vereda La Quiebra en donde se encuentra 
ubicado un retén militar. Tanto este como los anteriores abigeatos, o hurtos de ganado, 
cometidos en Granada se han realizado en veredas que soportan un fuerte control militar del 
Batallón de Artillería # 4 BAJES.
El 14 de marzo explota un artefacto en un hotel en plena zona urbana de San Rafael, 
donde fallece el señor Orlando de Jesús Ciro; además resultan heridas dos personas, Néstor 
Aristizábal Gómez y el menor de edad Deiby Rojas Castillón. De igual forma se producen 
graves daños en dicho establecimiento. El hecho es atribuido al frente 9° de las Farc, al 
parecer se debió a una sanción de ese grupo subversivo por la falta de pago de extorsión 
del establecimiento comercial.
En la noche del 24 de marzo, durante una intensa lluvia acompañada de truenos, es 
destruida la escuela de la vereda Salambrina en el municipio de San Luís. El establecimiento 
educativo contaba con más de cincuenta años en esa localidad. Las familias de la vereda 
escuchan esa noche una fuerte explosión. Al día siguiente encuentran que la detonación 
destruyó totalmente la escuela, donde se impartían clases de manera regular y además 
servía de vivienda a la profesora, quien afortunadamente salvó su vida ya que pasó esa 
noche de lluvia en otra casa de la vereda. En el sitio se encontraron dos cráteres generados 
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territorio de movilidad del frente 9° de las Farc, así como de constantes patrullajes del 
Ejército Nacional. Se reporta que éste último acostumbraba pasar noches o campar en los 
alrededores de la escuela, último caso ocurrido el mes de enero de 2008. Todo parece 
indicar que el frente 9° de las Farc puso las cargas explosivas alrededor de la escuela a la 
espera de que el Ejército regresara al sitio. Se presume que éstas fueron activadas por las 
descargas eléctricas de los rayos. La situación deja desescolarizados a 23 niños que 
tardarán en tener reconstruida su escuela.
En  la  vereda  El  Morro,  municipio  de  Granada,  el  Ejército  encuentra  una  casa 
abandonada y cargada con dinamita, presuntamente obra del ELN. Este hecho se reporta el 
día 3 de abril.
En diversos sitios del país, entre ellos el Oriente Antioqueño, fueron robados expedientes 
de organizaciones sociales dedicadas a la protección de los derechos de las víctimas del 
conflicto armado. Todo señala a las Águilas Negras como los responsables para evitar que 
las víctimas accedan a las verdades. A la Asociación de Mujeres del Oriente Antioqueño 
(AMOR) le fueron sustraídos varios expedientes entre el 23 y el 24 de abril. Lo que se intenta 
con este mecanismo es intimidar y limitar a esas organizaciones para que desistan en su 
intento por alcanzar verdades y acciones de justicia.
En plena zona urbana del municipio de San Luís explota un petardo de mediano poder 
en un almacén comercial, sin víctimas fatales o heridos. Este hecho se registra el día 18 de 
mayo.
En la madrugada del 14 de junio son detonadas dos cargas explosivas en dos locales 
comerciales en  el municipio de Granada, una de ellas en una discoteca. Las explosiones 
produjeron sólo daños materiales. Se sindica de este hecho al frente 9° de las Farc que actúa 
en esa región.
El 14 de junio fueron hurtadas de la vereda San Francisco del municipio de Granada 
nueve cabezas de ganado, que fueron sacadas por las veredas El Porvenir y La Estrella del 
municipio de San Luís. El ganado fue negociado en este municipio y luego fue conducido 
hacia el corregimiento El Prodigio. El hurto fue cometido por desmovilizados de la guerrilla.
En la vereda El Retiro de El Carmen de Viboral una familia se desplazó por amenazas de 
la guerrilla por negarse a prestarle colaboración al grupo insurgente. La guerrilla le robó 
enseres y los obligaron a desocupar su vivienda. El hecho se reporta el 3 de agosto. 
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resultaron una persona muerta y doce más heridas. El hecho ocurre luego de que dos sujetos 
abandonaron un paquete dentro de un establecimiento comercial, ubicado en frente del 
comando de policía de la localidad, en medio de empleados y clientes. En principio, las 
autoridades no determinaron los posibles móviles del ataque.
En la vereda La María del corregimiento de Santa Ana, Granada, se denuncia el hurto 
de bienes en una vivienda por parte de miembros del Ejército Nacional. Este hecho se 
reporta en la Personería municipal.
Gráfico No. 10. Ataques y ocupación de bienes civiles.
Fuente: Personerías municipales del Oriente Antioqueño.
2.2.5. Infracciones al principio de distinción y amenazas a la población civil
En la subregión de Bosques y Embalses se presenta el mayor número de señalamientos de la 
Fuerza Pública hacia civiles argumentando ser colaboradores de grupos subversivos, situación 
en la cual la población termina por ser el principal blanco de amenazas de todas las fuerzas en 
armas.
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Gráfico No. 11. Infracciones al principio de distinción y 
amenazas a la población civil.
Fuente: Personerías municipales del Oriente Antioqueño.
2.2.6. Desplazamiento forzado 
Las personas: El desplazamiento forzado se basa en información suministrada por  la Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, entidad pública responsable 
del Sistema de Información de Población   de Desplazada –SIPOD-, información que no es 
posible contrastar porque no hay otras instituciones en la región que produzcan el monitoreo y 
el seguimiento estadístico a este fenómeno. 
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la variable “año de salida” que no necesariamente es igual al “año  de declaración”, situación 
que se hace evidente para el presente informe y pasaremos a explicar.
Las cifras y las características del desplazamiento forzado, tanto en el Departamento como en el 
Oriente de Antioquia, son  dinámicas, puesto que si bien el desplazamiento es una situación de 
hecho como lo manifiesta la Corte Constitucional en la Sentencia T–327 de 2001, la población 
afectada debe oficializar su condición ante el Ministerio Publico con el fin de  acceder a la 
ayuda humanitaria y la restitución de sus derechos.
El año 2008 tuvo dos precedentes jurídicos importantes para población de desplazada; el 
primero fue la  Sentencia del Consejo de Estado del 12 de junio de 2008, con radicado número 
200200036, la cual declara la nulidad de la extemporaneidad como una causal de no 
inclusión en el registro, situación favorable para la población en situación de desplazamiento 
de años anteriores que no ha tenido el reconocimiento del Estado; y el segundo fue el 
promulgado Decreto 1290 de Reparación Administrativa del 22 de abril del 2008   que 
reconoce el desplazamiento forzado como un hecho victimizante sujeto a repararse, y si bien no 
exigía que la gente presentara formulario, las comunidades lo hacían y en muchos de los casos 
volvían  a  tomar  declaración  de  desplazados.  Estas  dos  situaciones  incrementaron 
considerablemente  el  número  de  declaraciones  que  no  necesariamente  implicó  nuevos 
desplazamientos.
Para el año 2008 en el Oriente Antioqueño declararon ante las personerías 11.046 personas, 
de las cuales fueron valoradas e incluidas en el sistema de Acción Social 7.331 personas.
En el Informe 2007 sobre la situación de los DDHH y el DIH en el Oriente Antioqueño se 
reportaba, según el Sistema de información de población desplazada (SIPOD), un total de 
2.280 nuevas personas desplazadas. No obstante, los reportes de ese Sistema para ese mismo 
4 año, con actualización a 31 de diciembre de 2008 , exponen la cifra de 4.496 personas. Y el 
aumento en las cifras se observa de modo similar para años anteriores.
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(incluidas por Acción Social).
Fuente: Acción Social.
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Gráfico No. 12. Expulsión de personas 2008 por municipios 
(incluidas por Acción Social).
Fuente: Acción Social.
De las 2.609 nuevas personas desplazadas durante este año, tres municipios (Nariño, San 
Rafael y Sonsón) consignan 1.078 expulsados, es decir, el 42,43 % de todo el Oriente 
Antioqueño.  Pero  estas  cifras  posiblemente  aumentarán  por  cuanto  los  reportes  de 
desplazamiento no siempre son realizados de manera inmediata. Además se cuenta con un 
número de personas no incluidas en los reportes oficiales, que tienen que acudir a recursos 
legales  de  tipo  administrativo  para  argumentar  nuevamente  su  situación,  ser  valorados 
nuevamente y tener la opción de ser incluidos o definitivamente rechazados para optar por el 
reconocimiento de su condición.
Respecto al total departamental (20.086 personas desplazadas), el Oriente Antioqueño aportó 
el 13,0 %. Las más altas cifras de desplazamientos en esta región se encuentran en la subregión 
de Páramo, con el 48,87 %; le siguen Embalses (con el 26,52 %), Altiplano (con el 19,16 %) y 
Bosques (con el 5,44 %).
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(incluidas por Acción Social).
Fuente: Acción Social.
En general, las cifras permiten percibir que el desplazamiento forzado disminuyó en el año 
2008 respecto al año precedente. Dicha tendencia se aprecia de forma similar al contrastar los 
números de años anteriores. Es de resaltar que en Guatapé no se registró expulsión alguna en 
2008; solamente en los municipios de Concepción y San Rafael hubo crecimiento, y en el resto 
de municipios bajaron las cifras.
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Gráfico No. 14. Expulsión de personas 2007-2008 por municipios 
(incluidas por Acción Social).
Fuente: Acción Social.
2.2.6.1. Los hogares: El contexto del desplazamiento forzado se refiere tanto a personas 
como a hogares, entendiéndose este término a personas que no necesariamente son familia 
pero  que  sí  habitaban  la  misma  vivienda  al  momento  de  los  hechos  que  generaron  el 
desplazamiento forzado. Por ello es relevante dar cuenta de la situación del desarraigo de 
hogares en esta subregión de Antioquia. Desde el año 2005 las cifras revelan que se presenta 
una disminución progresiva en la cantidad de hogares desarraigados.
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(incluidas por Acción Social).
Fuente: Acción Social.
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(incluidas por Acción Social).
En este sentido, las cifras oficiales manifiestan que en el año 2008 se desplazaron 692 hogares. 
Respecto al total del Departamento (5.269 hogares desplazadas según Acción Social), el 
Oriente Antioqueño participó del 13,1 %. Las más altas cifras de desplazamientos en esta 
región se encuentran en la subregión de Embalses, con el 32,08 %; le siguen Páramo (con el 
30,64 %), Altiplano (con el 23,27 %) y Bosques (con el 14,02 %).
Fuente: Acción Social.
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(incluidas por Acción Social).
Fuente: Acción Social.
El desplazamiento forzado de hogares disminuyó en el año 2008 respecto al anterior, y esa 
constante es aplicable a años anteriores. En el municipio de Guatapé no se presentaron 
expulsiones de hogares en 2008; en los municipios de Concepción, Guarne y San Rafael hubo 
crecimiento en los registros; en los demás municipios decrecieron las estadísticas.
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(incluidas por Acción Social).
Fuente: Acción Social.
Los desplazamientos masivos estuvieron presentes en 2008, toda vez que se presentó un evento 
en San Rafael, donde 107 personas (pertenecientes a familias de pescadores) se desplazaron 
del embalse San Lorenzo por amenazas de un grupo paramilitar.
2.2.6.2. La recepción de desplazados: De otra parte, la dinámica del desplazamiento forzado 
alberga una doble situación, representada en expulsión y recepción, además hay quienes son 
expulsados en repetidas ocasiones y deambulan en una búsqueda constante de arraigo y vida 
digna. En el Oriente Antioqueño de las 2.609 personas incluidas por Acción Social y que 
salieron durante el 2008, el 52% (1.362 personas) permanecieron en la región, el 34% (888 
personas) fueron recepcionadas en la ciudad de Medellín y el 14%  restante de personas salió 
hacia otras zonas del Departamento y del país. Se acogió este año a 1.362 personas (incluidas 
por  Acción  Social)  provenientes  tanto  de  sus  mismos  municipios,  de  otras  regiones  del 
Departamento y del país.
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Fuente: Acción Social.
La subregión que recibe el mayor número de desplazados es Embalses con el 34,9 %. Le siguen 
Altiplano  con  33,1  %;  Páramo  24,1  %  y  Bosques  con  7,9  %.  Sobre  esta  dinámica  de 
desplazamiento (2.609 personas) y recepción (1.362 personas), se concluye que el 47,8 % de 
de  la  población  no  se  estableció  en  el  Oriente  Antioqueño,  lo  que  ha  generado  un 
desplazamiento continuo que se ha presentado año tras año.
2.2.6.3.  El  desplazamiento  forzado  en  términos  cualitativos:  El  ejercicio  de 
búsqueda de hechos sobre desplazamiento forzado en las personerías municipales –con los que 
se quiere complementar las cifras oficiales- permite extraer información que da cuenta de las 
motivaciones del éxodo de mujeres y hombres, el cual no termina en el Oriente Antioqueño.
Las personas desplazadas, tanto de los municipios del Oriente Antioqueño como de otros del 
Departamento y de diversos lugares del país, se asientan principalmente en las subregiones de 
Altiplano y Embalses, como ha sido costumbre, por cuanto brindan condiciones de vida más 
adecuadas. En la subregión de Altiplano el municipio con mayor número de recepcionados es 
Rionegro con 13,7 %, y en Embalses es San Rafael con el 15,3%. Este último presenta una 
intensa dinámica de movilidad en su propio territorio: de una parte es el segundo mayor 
expulsor, de otra es el primer receptor del Oriente Antioqueño.
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en esta subregión la principal causal de expulsión de población civil son las amenazas de la 
guerrilla, representadas de la siguiente manera:
- A personas que prestan el servicio militar obligatorio.
- Los insurgentes obligan a civiles a movilizar insumos y a realizar otras labores en su 
favor. Si estas personas, junto con sus familias, no colaboran deben abandonar sus 
hogares bajo amenazas de muerte.
- El asesinato de algunos civiles por parte de los grupos subversivos también lleva al 
desplazamiento de hogares completos.
- Otra situación recurrente se da cuando la guerrilla amenaza a las familias porque el 
Ejército Nacional transita por sus veredas o cerca de sus hogares, bajo el señalamiento 
de colaboradores del Ejército. Finalmente están los intentos de reclutamiento forzado de 
algún miembro del grupo familiar.
En otras regiones del Oriente Antioqueño se presentan casos donde el Ejército Nacional ha 
intervenido amenazando pobladores, al sindicarlos de ser colaboradores de la guerrilla. De 
igual forma, la presencia de paramilitares, así como su reestructuración (Águilas Negras), han 
generado amenazas a población civil, lo que conduce al abandono de sus tierras. Los combates 
que se siguen presentando en diversos sitios de la región entre el Ejército Nacional y la guerrilla 
también producen éxodos de pobladores, y en numerosas ocasiones se ven inmersos en fuego 
cruzado. Es evidente entonces que todos los actores armados, de una u otra manera, son 
motores del desarraigo y de miles de personas en esta región de Antioquia.
2.2.6.4. Dificultades para los retornos: En San Carlos el retorno de pobladores que años atrás 
debieron desplazarse forzosamente por la violencia se ha convertido en un nuevo drama 
humanitario. El regreso, que desde noviembre del año 2007 adquirió carácter de masivo, ahora 
en 2008 desborda la capacidad económica y logística tanto de la administración municipal 
como de los organismos humanitarios. Estas instituciones admiten que no disponen de los 
recursos suficientes para garantizar condiciones dignas de retorno y restitución plena de los 
derechos afectados durante el desplazamiento, tal como lo exige la Ley.
Según  el  diagnóstico  realizado  por  la  Oficina  de  Atención  y  Orientación  a  Población 
Desplazada de San Carlos, el drama de los pobladores que decidieron retornar es casi 
comparable al que produjo el desplazamiento forzado cinco años atrás. Desde el año 2005, 
esta oficina venía registrando los regresos esporádicos de pobladores a zonas rurales del 
municipio, atraídos en buena medida por el clima de tranquilidad que vive la región o, 
simplemente, porque no resisten la vida en las grandes urbes del país, donde debieron 
instalarse en condiciones infrahumanas.
Pero desde noviembre de 2007 el fenómeno adquirió carácter de masivo. Sólo entre noviembre 
del año anterior y marzo de 2008, regresaron a las zonas rurales de San Carlos alrededor de 
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habitantes han decidido reanudar sus vidas en el municipio.
El hecho podría considerarse una noticia positiva, evidencia de la recuperación del tejido social 
en esta zona del departamento que padeció como pocas los efectos del conflicto armado, de no 
ser porque los retornados encuentran en sus antiguas veredas y corregimientos un panorama 
desolador: casas derruidas por el abandono, tierras fértiles convertidas en inmensos potreros, 
vías sepultadas por el rastrojo, sin acceso a puestos de salud y escuelas, por no mencionar el 
problema con el servicio público de electricidad; y, finalmente, están los campos minados que 
hacen la vida aún más difícil.
Desde de la Acción Social, a partir del segundo semestre del 2008, se realizó una priorización 
para el tema del acompañamiento en los retornos masivos, para lo cual en el departamento de 
Antioquia es preferente la subregión del Oriente.   Más que promover retornos, hay que 
reconocer la dinámica sui generis de los mismos en los que los pobladores, de manera 
autónoma, decidieron regresar a sus tierras. Por eso se plantea, en una primera fase, dar inicio al 
acompañamiento para los municipios de San Carlos, San Rafael, San Francisco, Granada y 
Cocorná. De igual forma, darle acompañamiento al municipio de Nariño con los predios 
INCODER del Arrayán y La Argentina.
Desde el departamento de Antioquia se fortalece La Mesa de Estabilización Socioeconómica del 
Comité Departamental de atención integral a la población desplazada. En ella participan 
instituciones del orden nacional y departamental, se abordó como tema de discusión los retornos 
masivos y se unió a la priorización que desde el ente nacional se viene liderando con el fin de 
aunar esfuerzos y dar respuestas integrales a las comunidades para el año 2009–2010 en el 
subregion del Oriente Antioqueño.
7 2.2.6.5. La reubicación : una alternativa de estabilización socio-económica: Para el Oriente 
Antioqueño no sólo se están incentivando los procesos de retorno, sino que también se viene 
proponiendo a la sub-región como una alternativa de reubicación para aquellas familias en 
situación de desplazamiento forzado que por diferentes razones no pueden o no quieren 
retornar a sus lugares de desplazamiento.
Una prueba piloto de reubicación de población desplazada es la que se lleva a cabo en los 
predios La Argentina y Arrayanes, los cuales se encuentran ubicados en las veredas La Argentina 
y La Pedrera del municipio de Nariño. Estos fueron adjudicados y titulados en julio de 2007 a 
campesinos en situación de desplazamiento forzado, pero que al día de hoy no les han 
construido sus respectivas viviendas, no les han entregado la integralidad de los proyectos 
productivos;  la  ayuda  alimentaria  desde  entonces  ha  sido  precaria,  además  ha  faltado 
acompañamiento social a las comunidades; en suma:  la actual situación puede ocasionar que 
el proceso de reubicación se convierta en un fracaso.
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situación de desplazamiento forzado, ya sea vía retorno o reubicación, debe ser una prioridad 
para las entidades responsables de su atención; sin embargo, para que ello sea posible, se 
debe disponer de una verdadera voluntad política que garantice los derechos que les asiste a 
estas víctimas del conflicto armado.
8 2.2.7. Protección de tierras
9 El derecho a la propiedad y las posesiones está protegido tanto en los Principios Rectores  como 
en la Constitución colombiana. En ese sentido se desarrolla la Medida de Protección de Tierras 
como una posibilidad de prevenir la pérdida de los bienes de la población desplazada o en 
riesgo de serlo, Así se reconoce el derecho que sobre un bien -en este caso la tierra-, pueden 
tener propietarios, poseedores, tenedores y ocupantes; esta medida no limita la posibilidad del 
uso o del derecho que sobre el bien se tenga, sino que con ella se ejerce un control sobre la 
voluntad del propietario para vender, y se observa que no existan vicios del consentimiento al 
momento de una transacción y que ésta no se realice por la fuerza.
En este sentido, la enajenación de los bienes puede continuarse, se preserva el derecho que 
tiene el titular de disponer de sus bienes y se reconoce su posibilidad de comercialización bajo 
el cumplimiento de los requisitos establecidos en la norma, así como la titulación de los mismos 
en los casos que se requiera. 
En el Departamento de Antioquia la Medida de Protección de Tierras se viene realizando por las 
dos rutas planteadas para ello, la individual y la colectiva. De esta última la entidad responsable 
es El Comité Local de Atención a la Población Desplazada, que puede definir un área territorial 
de su jurisdicción, previo análisis situacional, para declarar la medida de protección de Tierras.
En Antioquia 23 municipios han realizado procesos de protección de tierras; 3 de ellos han 
realizado levantamientos de la medida, 2 de manera total y uno parcial.
En el Oriente Antioqueño 10 municipios cuentan actualmente con la Medida de Protección, ellos 
son: Granada con 34 veredas protegidas, San Carlos con 55, Cocorná con 6, San Luís con 11, 
Nariño con 16, Sonsón con 19, San Francisco con 38, San Rafael con 22, El Carmen de Viboral 
con 3 y Argelia con 10. Muchos de estos municipios cuentan actualmente con informes de 
predios que discriminan las calidades jurídicas encontradas a través de un cruce de información 
institucional y comunitaria.
La medida de protección de tierras, además de prevenir, inventariar y servir como prueba 
sumaria en los casos de informalidad, reconoce otros derechos, para el caso de las ocupaciones 
de baldíos por ejemplo, ordena que se titulen los ocupantes identificados en los informes de 
predios y para avanzar en este derecho se ha realizado un esfuerzo importante por parte de 
algunas entidades como La Gobernación de Antioquia a través del DAPARD, la Secretaria de 
Agricultura, El INCODER, el Proyecto de Protección de Tierras de Acción Social y la Universidad 
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Departamental, para iniciar un proceso de titulación en zonas de protección de tierras. El 
proyecto piloto se viene desarrollando en la vereda El Edén del Municipio de Granada y en la 
vereda Promisión del municipio de Angelópolis (Suroeste Antioqueño) con 144 Resoluciones 
que actualmente están en trámite en el INCODER, para ser adjudicadas y posteriormente llevar 
hasta la Oficina de Instrumentos Públicos.
En una segunda fase que se inició en el 2009 se está llevando a cabo un proceso de 
formalización en los municipios de San Francisco, San Carlos, El Carmen de Viboral y un 
proceso de formalización para poseedores en Granada. 
Adicionalmente, en los esfuerzos que estas instituciones vienen efectuando, se presentó el 
Proyecto de Ordenanza No 24 a la Asamblea Departamental que fue sancionada el día 2 de 
diciembre de 2008, y por medio de la cual se otorga una exoneración en el pago del impuesto 
de registro para titulaciones inscritas en el Plan de Desarrollo.
2.2.8. Extorsión
De acuerdo a denuncias de la comunidad en diferentes municipios del Oriente Antioqueño 
continúan las extorsiones en contra de algunas persona y comercios; así mismo expresan que las 
personas  afectadas  normalmente  no  realizan  las  correspondientes  denuncias  ante  las 
instituciones del Estado debido a múltiples razones. El clamor de las comunidades es que “a 
muchos los extorsionan y conocen quiénes son los autores, pero casi nadie denuncia”. En unos 
casos son amenazados de muerte si lo hacen; en otros, guardan silencio con tal de que les 
permitan quedarse en sus localidades y continuar con sus labores; de igual forma también está 
quienes no confían en la efectividad de las autoridades para capturar a esas personas. Los 
autores de extorsiones no son identificables fácilmente, pero la mayoría de las veces se trata de 
la guerrilla, también están grupos paramilitares que continúan operando en las localidades; y 
por último, algunos desmovilizados de las Autodefensas hacen estos cobros.
Las  fuentes  de  información  oficial  no  reportan  casi  ningún  caso  de  extorsión,  dada  las 
aclaraciones arriba dadas. De los numeroso hechos ocurridos, unos cuanto tienen reporte 
oficial: en el caso del municipio de San Luís hay presencia de Autodefensas en el casco urbano; 
se desconoce si pertenecen a algún grupo emergente, si son desmovilizados que reinciden o son 
excombatientes  que  no  se  desmovilizaron;  finalmente,  estas  personas  extorsionan  a 
comerciantes en la localidad. En el corregimiento Ríoverde de los Montes, según la Personería de 
Sonsón, un comerciante tenía una tienda cerca de un puesto de control del Ejército Nacional. 
Cuando se dirigía a la zona urbana de Sonsón es abordado por dos sujetos encapuchados que 
se identificaron como integrantes de las Farc y le piden un millón de pesos. Ante la actitud del 
comerciante de no entregar el dinero, le contestan que se debe ir de la vereda, de lo contrario 
corría riesgo su vida y la de su familia. Este evento significó el desplazamiento forzado del grupo 
familiar. El hecho se registra el día 28 de noviembre.
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en el territorio pero apenas se están abordando por parte de la Mesa de DDHH del Oriente.
2.2.8.  Minas  antipersonal  (MAP)  y  municiones  abandonadas  sin  explotar 
(MUSE)
Las minas antipersonal, un arma que las guerrillas colombianas insisten de manera obstinada en 
utilizar, continúan dejando un saldo perverso de violencia en el país. Militares y civiles, todos 
ellos  de  los  rangos  más  bajos  y  de  las  clases  sociales  más  deprimidas,  entregan  una 
considerable  cantidad  de  víctimas.  Las  minas  son,  en  últimas,  una  amenaza  para  los 
colombianos menos favorecidos. Las cifras son aberrantes: entre 1990 y el 1° de febrero de 
10 2008 se han registrado 2.406 eventos por MAP y MUSE .
En la historia del conflicto armado colombiano, Antioquia pasó del primero al segundo puesto 
en números de accidentes con estas armas, no porque haya mejorado su situación sino porque 
el Departamento del Meta empeoró la suya. En el Oriente Antioqueño, sin embargo, bajaron las 
cifras en el año 2008, periodo durante el cual presentaron 13 víctimas, mientras que en 2007 
fueron 41.
Tabla No. 15. Cantidad de víctimas en las subregiones de Antioquia por minas 
antipersonal.
Fuentes: Oficina de DDHH de la Gobernación de Antioquia.
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Las víctimas por minas en el 2008 corresponden a 10 militares y 3 civiles, reportadas en Argelia 
(con casi la mitad de los casos), Guatapé, Nariño, San Carlos, San Francisco y Sonsón. En el 
conjunto de hechos se presentó en Sonsón una persona menor de edad afectada y dos militares 
muertos en Argelia.
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Fuente: Oficina de DDHH de la Gobernación de Antioquia.
Mapa No. 4. Víctimas por minas antipersonal
Fuente: Oficina de DDHH de la Gobernación de Antioquia.
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VICTIMAS CIVILES Y MILITARES
POR MINAS ANTIPERSINAS11 De  acuerdo  a  un  posicionamiento  nacional   de  víctimas,  varios  municipios  del  Oriente, 
lamentablemente, hacen presencia allí. Estas son las cifras:
Tabla No. 17. Posicionamiento nacional con mayor número de víctimas.
Fuente: Oficina de DDHH de la Gobernación de Antioquia.
Pero la situación de minas no sólo se relaciona con las víctimas, va mucho más lejos. Existen 
numerosas zonas minadas en los campos colombianos, lo que provoca un riesgo constante para 
la vida y la tranquilidad de los labriegos. En varias veredas de El Carmen de Viboral, entre ellas 
Santa Rita, La Honda y Santo Domingo, sus antiguos habitantes quieren retornar a las fincas 
pero se necesita el desminado humanitario: gran parte de su territorio se encuentra minado por 
la guerrilla.
También la comunidad de las veredas Los Medios y El Morro, en Granada, informa en la 
Personería  Municipal  la  presencia  de  minas  antipersonal.  Así  mismo,  habitantes  del 
corregimiento Ríoverde de los Henaos, municipio de Sonsón, reportan zonas minadas en las 
veredas: Surrumbal (cerca de la escuela), El Salado (sector Bretaña hasta La Selva), El Cedro (en 
un amplio sector del camino que conduce a Cocorná), El Rodeo (desde la Cuchilla de El Rodeo 
hasta el sector de La Sapera), El Coco (sector La Quiebra y Granadillo), La Torre y El Popal.
En el corregimiento Ríoverde de los Montes, en Sonsón, que cuenta con algunas veredas 
minadas y otras desocupadas, como Santa Rosa (habitada por dos familias), La Palmita, San 
Juan (habitada por dos familias), Campamento, Palestina, La Ciénega y Santa Marta (de 45 
familias actualmente quedan cinco).
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Fuentes: Oficina de DDHH de la Gobernación de Antioquia.
En términos generales, se requiere que las guerrillas no siembren una mina más y que retiren las 
existentes, por cuanto su instalación es de su absoluta responsabilidad. Así mismo es urgente el 
desminado humanitario del gobierno nacional para facilitar el retorno a los campos.
La situación sobre minas no sólo hace referencia al contexto regional y nacional, a su vez ubica 
a nuestro país en un infortunado escenario internacional; los países más minados del mundo son 
Camboya, Angola, Bosnia-Herzegovina, Afganistán, El Salvador, Nicaragua, Chile, Colombia, 
Perú, Sudán, Mozambique, Somalia e Iraq. Se puede observar que las minas acompañan los 
conflictos con las crisis humanitarias más agudas y complejas.
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Frente al flagelo de las minas, Antioquia cuenta con un Comité departamental de acción contra 
minas antipersonal creado desde el año 2003, donde participan entidades del orden nacional, 
departamental,  la  Fuerza  Pública,  ONG's,  entidades de  cooperación  internacional y  las 
Asociaciones departamentales de víctimas.
Este Comité ejecuta tres proyectos: el primero son los Planes municipales de acción integral 
contra  minas  antipersonal  en  59  municipios  del  Departamento.  El  segundo  es  la 
Institucionalización  y  sostenibilidad  de  educación  en  el  riesgo  de  minas  y  atención 
biopsicosocial a víctimas de MAP y MUSE. El tercero es el Fortalecimiento del sistema de 
rehabilitación integral de personas con discapacidad, especialmente víctimas de accidentes 
con minas.
En convenio con la Universidad de Antioquia se ejecuta un proyecto de atención psicosocial a 
víctimas y sus familiares en cinco municipios del Oriente Antioqueño que 
son: Granada, San Carlos, San Rafael, San Francisco, y Cocorná. Se puede apreciar entonces 
que hay acciones institucionales que abordan la problemática, como una forma de mitigar y 
erradicar el impacto causado en las personas afectadas por esos artefactos. 
2.2.9.1. La situación en el Oriente Antioqueño: Las labores de desminado tienen como 
base el Programa Presidencial de Acción Contra Minas Antipersonal, la cual, junto con la 
Secretaría de Gobierno, coordinan la Comisión de Desminado en Antioquia. En esta participan 
las Fuerzas Militares, la Policía Nacional y las universidades Eafit y Nacional Sede Medellín. En 
la Universidad Nacional, precisamente, se ha diseñado y construido un vehículo blindado no 
tripulado para desminado mecánico que se encuentra al servicio de las Fuerzas Militares; es 
operado a control remoto y soporta detonaciones de minas hasta con 1.000 gramos de la 
mezcla explosiva tipo pentolita. También tiene la capacidad de trabajar en terrenos con 
inclinación de hasta 60 grados.
Esa  comisión  prioriza  las  solicitudes  de  desminado  realizadas  por  las  administraciones 
municipales de acuerdo al número de personas o comunidades en riesgo y que vayan a retornar 
a sus territorios. En tal sentido, se han adelantado varios programas de desminado por parte de 
los grupos antiexplosivos del Ejército.
2.2.9.2. Abejorral.
En octubre se inició el desminado de emergencia en las veredas Chagualal (sector La Camelia), 
Pantano Negro y La Cordillera. Los artefactos desactivados suman cuatro minas.
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Se inició el desminado de emergencia en octubre, al igual que Abejorral. Se han realizado 
labores en las veredas La Quiebra, El Rosario y El Pital, con un resultado de 12 minas 
desactivadas.
2.2.9.4. San Carlos.
A partir del mes de septiembre se han desarrollado acciones de desminado de emergencia en 
quince veredas. Ellas son: La Cabaña, La María, San Blas, El Vergel, Patio Bonito, La Villa, La 
Esperanza, Santa Inés, Cañaveral, Puerto Rico, Calderas, Peñol Grande, La Hondita, Palmichal y 
Mirandita; donde se han neutralizado 140 artefactos explosivos.
2.2.9.5. San Francisco.
Desde enero se está desarrollando un desminado en las veredas San Isidro, Boquerón y El Jardín 
Buenos Aires. El Cerro El Indio se entregó a la comunidad el 14 de agosto, allí se desactivaron 
11 minas en un área de 9,876 m2. Finalmente 46 familias retornaron a este lugar.
En el Cerro del Aguacate se han desactivado 86 minas y 11 trampas con explosivos en un área 
de 18.193 m2. En la vía El Jardín-Boquerón se desactivaron 68 minas y 36 trampas explosivas 
en un área de 18.952 m2.
2.2.10. Reclutamiento forzado por parte de grupos ilegales
* En zona rural del municipio de Sonsón la guerrilla pretendía reclutar un niño de doce 
años; el padre, al percatarse, lo envía para el pueblo. Los guerrilleros, al conocer la reacción del 
padre, obligan a la familia a desplazarse del sitio. El hecho se reporta el 26 de febrero. 
*  En la vereda La Solita del municipio de Cocorná un grupo guerrillero obliga a un hombre 
cabeza de familia a que se integre a sus filas, de lo contrario debían abandonar la región; por 
ello la familia abandona su finca de inmediato. El hecho se reporta el 2 de julio. 
* Se ha obtenido información sobre cómo los paramilitares desmovilizados y los que no 
han entrado en los procesos intentan reclutar excombatientes para que refuercen su accionar en 
la zona de El Carmen de Viboral.
2.2.11. Secuestros políticos
Con una tendencia progresiva de disminución en los últimos años, los secuestros políticos 
realizados por grupos armados al margen de la ley en el Oriente Antioqueño han llegado en 
esta ocasión a su mínima expresión. Mientras que en 2006 se presentaron seis casos yen 2007 
cuatro casos, en 2008 no se presentó ninguno.
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Fuente: Ministerio de defensa, Fondelibertad y Personerías municipales del Oriente Antioqueño.
3. Conclusiones
?
?
Humanos  e  infracciones  al  Derecho  Internacional  Humanitario,  respecto  a  las  cifras 
alcanzadas a comienzos de esta década; sin embargo, permanecen prácticas criminales 
contra la población civil y el acceso a las medidas de justicia es aún muy incipiente.
? Según fuentes oficiales es evidente la presencia de grupos armados al margen de la ley 
(Águilas Negras) que operan en algunos municipios y donde el accionar de las autoridades 
no es el más efectivo para su control.
? En el Oriente se presentan numerosos homicidios que no se inscriben dentro del contexto 
del conflicto armado, pero que revisten una situación compleja porque obedecen a la 
incursión de nuevas bandas armadas, quienes entran a disputar el mercado de la droga y 
asesinan sistemáticamente a las personas que han manejado el mercado en la localidad. En 
este  sentido,  es  difusa  la  frontera  entre  estas  bandas  y  los  grupos  paramilitares  que 
tradicionalmente han participado en estos negocios.
Se  reporta  una  indiscutible  disminución  en  los  índices  de  violación  de  Derechos 
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de suma relevancia que las Instituciones trabajen en el mejoramiento de los canales de 
comunicación ciudadana para la recuperación de la confianza de las comunidades con 
ellas y en el fortalecimiento de la institucionalidad.
? Un alto porcentaje de homicidios se origina en el conflicto, y sus víctimas son no 
combatientes.
? Es  importante  resaltar  que  se  han  incrementado  las  denuncias  por  ejecuciones 
extrajudiciales, especialmente de hechos ocurridos en años anteriores, donde los familiares 
de las víctimas temían pronunciarse.
? Las acciones de ubicación, recuperación e identificación de cadáveres en fosas comunes 
en los campos y en bóvedas en los cementerios no ha contado aún con los suficientes recursos 
técnicos,  logísticos  y  humanos,  considerando  la  magnitud  de  diligencias  que  los 
especialistas forenses tienen por realizar.
? Las amenazas, señalamientos y saqueo a los bienes esenciales para la supervivencia de 
la población continúan ocasionando los desplazamientos forzados y entorpeciendo los 
planes de retorno.
? Resulta  inexplicable  el  resurgimiento  de  expresiones  armadas  relacionadas  con  el 
paramilitarismo y el auge de los cultivos ilícitos en medio de un territorio que se encuentra 
fuertemente cubierto por la Fuerza Pública.
? La Fuerza Pública debe prestarle atención a problemáticas de abusos de autoridad, 
principalmente  en  los  municipios  de  Marinilla  y  Rionegro,  donde  se  reúne  el  mayor 
porcentaje de estos hechos.
? Las autoridades competentes deben continuar con la investigación a denuncias por 
ejecuciones extrajudiciales.
? En el territorio se debe erradicar la nefasta práctica de las desapariciones forzadas.
? Es necesario el fortalecimiento en el tema organizativo y psicosocial de las instituciones 
comunitarias  que vienen trabajando  en  las  localidades,  como  un  claro  camino  en  la 
búsqueda de soluciones conjuntas.
La comunidad empieza a tomar conciencia  de la importancia que tiene la denuncia, y es 
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Proyecto de Ley de Víctimas
182
Derechos humanos y el derecho internacional humanitario en el oriente antioqueño
2Agresiones y lesiones personales; maltrato físico, verbal y psicológico; el daño indebido en bienes ajenos; hurtos a 
civiles; extralimitación de funciones, retención indebida de documentos personales, etc.
3Oriente: Memoria Desenterrada, un Camino para Identificar Personas Desaparecidas en el Conflicto Armado en el 
Oriente Antioqueño.
4Desde 1997 hasta el 31 de diciembre de 2008, Acción Social ha incluido en sus estadísticas las alarmantes cifras de 
2.808.900 personas desplazadas en Colombia, donde Antioquia aporta 446.274 personas, equivalente al 15,9%.
7La reubicación es una de las alternativas legales que existen en aras de estabilizar socio-económicamente a las 
familias desplazadas que no pueden retornar.
8Fuente: Acción Social.
9Principios Rectores: 1. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad o sus posesiones. 2. Las propiedades y 
las posesiones de los desplazados internos disfrutarán de protección en toda circunstancia, en particular, contra los 
siguientes actos: Expolio, Ataques directos o indiscriminados u otros actos de violencia; Utilización como escudos de 
operaciones u objetos militares. Actos de represalia, Destrucciones o expropiaciones como forma de castigo colectivo, 
La propiedad y las posesiones que hayan abandonado los desplazados internos serán objeto de protección contra la 
destrucción y la apropiación, ocupación o uso arbitrarios e ilegales.  
10Fuente: Oficina de DDHH de la Gobernación de Antioquia
11Colombia cuenta con 1.102 municipios.
12SD = sin datos.
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